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Ensimismamiento y alteración en el constitucionalismo español 
en el libro de Herrero de Miñón, Cádiz a contrapelo

el bicentenario de la Constitución de Cádiz promulgada el 19 de marzo 
de 1812 ha servido a Miguel Herrero de Miñón, uno de los padres de la Consti-
tución de 1978, para elaborar un sustancioso estudio sobre el constitucionalismo 
español. No se trata de un trabajo de historia constitucional sobre la primera ni 
de «memorias» de uno de los autores de la segunda, sino de algo con más tras-
cendencia, como lo demuestra la invocación de categorías metaconstitucionales 
como las consideraciones de Ortega y Gasset sobre el «ensimismamiento y la 
alteración», los mitos, los símbolos y los dogmas historiográficos que acompa-
ñan a los grandes textos. 

1. Un prólogo sobre los mitos y los dogmas historiográficos

el autor inicia la obra con un «prólogo breve» en el que da la opción 
de leer directamente la parte más sustancial de la obra, que es la referida a la 
Constitución gaditana, conocer su propósito de «desmitificarla e, incluso, sacar 
conclusiones relativas a nuestro devenir y presente constitucional» (p. 7). De 
este modo explica el título que vincula 1812 y 1978 y su calificación de «cons-
tituciones en entredicho».

Para poder «desmitificar» es preciso reconocer la existencia del «mito» 
que fue y es la «Pepa» por su momento histórico y contenido, tanto para los 
liberales españoles y europeos durante las tres primeras décadas del siglo XIX, 
como para los políticos y académicos actuales. así se ha podido comprobar en 
las celebraciones del bicentenario. Ha sido una recuperación de una pieza clave 
y fundamental del pasado constitucional español, desde una época en que la 
Constitución de 1978 y lo que representa el constitucionalismo fundamentan la 
convivencia en españa1.

1 aún así ha habido alguna excepción, como es el caso del Gobierno de Navarra que ha conmemo-
rado como importantes efemérides históricas la batalla de Las Navas de Tolosa de 1212 y la conquista 



769

reseñas

Iura Vasconiae, 10/2013, 759-797

La mitificación la apoya en varios hechos. el primero fue la invocación 
por parte de los constituyentes del goticismo institucional medieval de los reinos 
de españa para demostrar que el nuevo régimen constitucional no era una inno-
vación revolucionaria francesa ajena a la tradición patria, sino la recuperación 
de las viejas libertades y formas de gobierno2. el mito gótico seudohistórico 
como punto de partida del mito liberal. en segundo lugar porque este histo-
ricismo la presentaba en el inicio del romanticismo como una obra histórica 
nacional fundada en la recuperación de la tradición patria y no como el producto 
del racionalismo revolucionario. en tercer lugar, las mismas Cortes Generales y 
extraordinarias dirigían la lucha del país contra los ejércitos del invasor que era, 
además, la personificación de la revolución regicida que sus ejércitos imponían 
en europa. La restauración del absolutismo por Fernando VII con el apoyo de 
los monarcas europeos de la santa alianza y la dura represión añadió la consi-
deración de que la Constitución y los patriotas liberales eran víctimas del viejo 
orden decadente impuesto por la fuerza de las armas.

Tanto la construcción como la interpretación del mito «siempre es intere-
sada, puesto que trata de justificar una realidad o explicar su sentido, y nunca es 
arbitraria», sino que parte de la «solicitación semántica de la materia, sea esta 
histórica, física o síquica» (p. 9)3. Con el mito se establece un «relato que explica 
los orígenes o anuncia la meta de la realidad, esto es, que explica su sentido». 
en este caso el carácter fundacional y paradigmático de la Constitución y del 
nuevo régimen, que frustraron los enemigos interiores y exteriores de la liber-
tad, defensores del antiguo régimen. el relato se asume como algo real, como 
expresión metafórica de la realidad o se rechaza por la racionalidad como fal-
so, contraponiendo esta actitud con la de quienes lo consideran como elemento 
fundador y sustancial. en los mitos antropológicos predomina la interpretación 
metafórico-emotiva frente a la racional, de modo que la desmitologización afec-
ta a los dogmas que se construyen, por lo que «al rechazo hipercrítico de todos 
ellos se enfrenta el peligro de asumirlos como intocables, convirtiéndolos en lo 
que se ha llamado acertadamente ‘dogmas historiográficos’. No son símbolos 

del reino por Fernando el Católico y su incorporación a la corona de Castilla en 1512, sin referencia 
alguna al inicio del régimen constitucional en 1812. Un ejemplo del historicismo navarrista que mira a 
la edad Media y se olvida de la contemporánea. 

2 NIeTO sOrIa, J. M., Medioevo Constitucional. Historia y mito político en los orígenes de la 
España Contemporánea (ca. 1750-1814), Madrid: akal, 2007. ÁLVareZ aLONsO, C., «Un rey, una 
ley, una religión (goticismo y constitución histórica en el debate constitucional gaditano)», en Historia 
Constitucional, 1, 2000, http://hc.rediris.es/01/index.html. FerNÁNDeZ aLBaLaDeJO, P., Materia 
de España. Cultura política e identidad en la España moderna, Madrid: M. Pons, 2007, pp. 245 y ss.

3 Invoca al filósofo y espistemólogo francés Gastón Bachelard (1884-1962), autor de obras sobre 
el nuevo conocimiento científico. 
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de un algo trascendente, sino un algo con pretensiones de real entidad que no 
remite a nada más» (p. 9).

el autor diferencia entre los «mitos» y los «símbolos», que «permiten a 
la razón acceder al campo de los afectos», mientras que el mito «enfrenta a la 
razón con el torrente de las pasiones que oponen un valladar a la explicación 
racional». esta «sabe reconocer las conexiones de sentido, identificar las causas, 
detectar los errores y evitar repetirlos. el mito, en tal caso, es un obstáculo, no 
un instrumento, para la comprensión». Por tanto, los «dogmas historiográficos», 
como expresión del mito, «pueden llegar no sólo a ocultar la realidad histórica, 
sino a excluir lo que el mito pudiera tratar de expresar: el sentido. Cuando el 
significante se cosifica en la certidumbre de los hechos termina por excluir al 
significado que los hechos, reales o no, siguieren. Para utilizar términos proce-
dentes de otros pagos, cabe decir que la pesadumbre del mito llega a sepultar el 
kerigma»4 (p. 10). 

La Constitución de 1812 fue el símbolo del primer liberalismo, progresi-
vamente mitificado hasta proclamarlo «el mejor de los códigos» y reconocerle 
valor universal, «ejemplo y estandarte» para el mundo europeo y americano. 
Convertida en mito «ha ensombrecido aspectos clave de nuestra historia políti-
ca y constitucional», y en sus míticas «pretensiones fundacionales se ha querido 
enraizar [...] la identidad nacional española, algo no sólo erróneo sino lesivo 
para dicha identidad [...] cuyo ethnos, muy anterior al demos gaditano, es lo 
que hizo posible la gesta iniciada en 1808 y sirvió de fundamento a la empresa 
constituyente» (p. 10). además, no se puede realizar tal identificación cuando 
no fue producto de un «consenso nacional sino de la opción de media españa 
[...] sobre la otra media» (pp. 10 y 11).

Para desmitificarla es preciso «destruir en el sentido heideggeriano del 
término, la costra del dogma historiográfico», porque «alumbrar los orígenes 
no permite negar el cauce recorrido, pero sí recuperar la posibilidad de trazar 
otro para recorrerlo en el futuro». Vista la experiencia propone extraer del mito 
gaditano algunas lecciones útiles a fin de evitar mitificar y manipular la Cons-
titución de 1978, «para huir de los malos usos tanto de la Constitución como 
de su revisión» (p. 11), a la que dedica un epílogo en las páginas finales de la 
obra. 

4 Término griego que significa «anuncio», con el que se designa en teología a la «proclamación» 
por los apóstoles de la «buena nueva» del Nuevo Testamento y, a veces a los anuncios proféticos del 
antiguo Testamento.
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2. La desmitificación de la génesis de Cádiz

Bajo este título el primer capítulo estudia la génesis de la Constitución de 
1812, que considera fundada en «raíces más racionalistas que historicistas, más 
dogmáticas que empíricas, más francesas que castizas». Contradice las afirma-
ciones de sus epígonos y sus pretensiones de convencer de su continuidad con 
las instituciones de los antiguos reinos, porque supuso una «novedad institucio-
nal en la historia española, a la vez que cristalizan en ella tendencias gestadas 
desde siglos antes» (p. 12). Tras el seudohistoricismo estaba el propósito de 
renovación de la vieja Monarquía con la superación del absolutismo y la confi-
guración de una sociedad liberal sobre la estamental.

Observa el autor la dificultad de desmitificar el fenómeno gaditano, mito 
político que «sigue lanzando su sombra sobre sus interpretaciones políticas e 
incluso académicas» (p. 16). Para reinterpretar los hechos se plantea estudiar su 
carácter originario o derivado, su raíz historicista o racionalista y su autoría.

A) Constitución derivada

Parte de la diferencia establecida por Löwenstein entre constituciones 
originarias y derivadas, según que contengan o no un «principio fundacional 
nuevo» o adapten otros modelos. este fue uno de los grandes debates en las Cor-
tes, entre quienes la vinculaban a la «constitución histórica» y los que lo hacían 
con la francesa de 1789 invocando la soberanía nacional, la organización de los 
poderes del estado, la organización territorial y electoral, etcétera, por medio de 
artículos literalmente idénticos, inspirados o influidos con matices propios.

el autor la sitúa dentro de las «constituciones revolucionarias», que forma 
parte del ciclo constitucional iniciado en Francia en 1791, concluyendo que «la 
Constitución de Cádiz no es originaria sino derivada», aunque la denomina-
ción de las Cortes de «generales y extraordinarias» obviase el carácter real de 
«constituyentes» (p. 21). Frente al racionalismo abstracto y universal basado en 
los derechos del hombre y del ciudadano de aquella, los defensores del carácter 
originario de la Constitución gaditana invocaron la recuperación de la tradición, 
la razón y la continuidad históricas, con base en el pseudohistoricismo5.

5 el término «historicismo» se utiliza no con referencia a la corriente filosófica del condicionamien-
to histórico del saber humano, sino a la actitud de buscar en la historia la razón de ser, el punto de apoyo 
y el fundamento de las acciones y decisiones de futuro, de modo que aquella las ampare y justifique. 
en vez de relativizar la verdad actual por entender que no es definitiva y será rectificada en el tiempo, 
convierte los hechos históricos en dogmas que condicionan el presente y se proyectan al futuro, cuando 
no en mero «anticuarismo esteticista o patriótico, folklorismo o costumbrismo» (Ortega y Gasset). La 
historia actúa de modo determinista, condiciona el desarrollo histórico, dirige el comportamiento social 
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B) Pseudohistoricismo

este aspecto es objeto de una detallada exposición por parte del autor, ya 
que fue uno de los debates sustanciales del momento constituyente, al contrapo-
nerse por los defensores de la Constitución la razón histórica de un orden insti-
tucional que había sido suprimido por el absolutismo con la razón abstracta. el 
debate dio lugar a una «mixtión de ambas formas de razonar», produciendo una 
«construcción fundamentalmente racional revestida de argumentaciones histori-
cistas», tanto por el historicismo propio de la Ilustración como por la «necesidad 
política, en plena guerra con Francia, de maquillar de casticismo español una 
obra tributaria del constitucionalismo francés» (p. 24). 

este historicismo se originó en la Ilustración que «tuvo una gran preocu-
pación historicista con marcado acento político», llevándoles a invocar la «cons-
titución histórica de españa y la revitalización del siempre latente mito godo», 
pretendiendo «buscar en la edad Media, idealizada, sus fuentes de inspiración» 
(p. 25). Diferencia el autor entre las tradiciones constitucionales históricas invo-
cadas: la denominada por santos Manuel Coronas «neoforalista» castellana de 
la monarquía goda considerada como la «constitución histórica de españa», la 
«foralista» de los reinos de la Corona de aragón, y la liberal que fue la triunfante.

el Discurso Preliminar de la Constitución fue el marco retórico del his-
toricismo neoforal y del mito goticista, con continuas referencias a la «cons-
titución histórica» y a los regímenes de los antiguos reinos de la Monarquía, 
que se articulaban en una unión aeque principaliter6, invocada como ejemplo 
de la «monarquía moderada», que se convirtió en un tópico. Fue superada por 
la transición política que, con distinto alcance en los territorios, produjo la 
Guerra de sucesión y la nueva dinastía7, que sustituyó el conglomerado de 
reinos, virreinos y territorios de la Casa de austria por el reino de la de Bor-
bón, imponiendo el centralismo castellano del absolutismo para liberar al «rey 

y justifica las decisiones e imposiciones de quienes dirigen los destinos de la sociedad del presente y del 
futuro, que imponen su visión histórica de un modo dogmático, considerando heterodoxos a quienes no 
comparten sus dogmas, castigándoles con la «sanción moral» de la marginación o la exclusión de la co-
munidad controlada dogmáticamente. actitud contraria a la evolución social basada en las innovaciones 
técnicas y cognitivas y en la impredicibilidad de los acontecimientos políticos, económicos y sociales, 
y en el propio principio democrático y su capacidad de tomar nuevas decisiones.

6 aLBareDa saLVaDÓ, J., La Guerra de Sucesión de España (1700-1714), Barcelona: Crítica, 
2010, p. 127, recoge como Francesc de Castellví lo describía en sus Narraciones históricas: «aunque 
en todo el continente de la españa se nombran sus naturales en común españoles, eran y son distintos 
[...] eran estas naciones en el continente de la españa distintas en leyes, costumbres, trajes e idiomas». 

7 GarCía CÁrCeL, r., «Los cambios de siglo en la Época Moderna», en NIeTO sOrIa, J. M. y 
LÓPeZ-COrDÓN, M. V. (edits.), Gobernar en tiempos de crisis. Las quiebras dinásticas en el ámbito 
hispánico (1250-1808), Madrid: sílex, 2008, pp. 401-423.
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esclavo»8, aunque con muy distinta intensidad a los vinculados a la Corona de 
Castilla o a la de aragón. Por ello se «altera la concepción de la Monarquía, 
desde la pluralidad de reinos y territorios a la unidad, de la diferencia a la 
uniformidad, de la igualdad a la subordinación», imponiéndose el centralismo 
político desde el historicismo castellano, convirtiendo el derecho histórico en 
derecho natural conforme al pensamiento político del Despotismo Ilustrado (p. 
31). se vinculó con la pura corriente liberal, como expuso Canga argüelles, 
«cuyo historicismo crítico es eminentemente castellanista», aunque invocase 
la fueros de aragón, Valencia, Cataluña y Cantabria, «para concluir en una op-
ción netamente centralista en la que el liberalismo engarza con el absolutismo 
a superar» (p. 35).

La segunda corriente fue la «foralista» y «filoaustracista» del «austra-
cismo depurado» referida a la organización de los reinos históricos, que des-
pareció en la Corona de aragón con los decretos de Nueva Planta borbónicos 
(1707-1715)9, manteniéndose en Castilla, Navarra y las provincias vascas con 
un progresivo reformismo centralista y una nueva administración a la que ac-
cedieron originarios de estos territorios como gentes leales y de confianza del 
nuevo monarca postergando en el gobierno a las anteriores elites castellanas. se 
pretendió mantener y extender esta tradición foral, que fue rechazada por anti-
centralista y peligrosamente «federal». Las instituciones de aragón y Navarra 
fueron muy invocadas en la «consulta al país». 

La tercera opción consideró que «las instituciones de autogobierno se ba-
san en una identidad particular y sólo tienen sentido en íntima conexión con la 
misma». Ni se pretendían generalizar ni «poner en cuestión la unidad del esta-
do a organizar, lógicamente sobre un modelo horizontal y no vertical» (p. 36). 
esta opción racionalista «terminó por imponerse sobre los modelos franceses 
[...] Pero el racionalismo filofrancés se disfrazó de historicismo casticista en el 

8 IñUrrIeTeGUI rODríGUeZ, J. M., «el rey esclavo: preludio político de la Nueva Planta de 
1707», en araNDa PÉreZ, F. J. y DaMIâO rODríGUeZ, J. (coords.), De Re Publica Hispaniae: 
una vindicación de la cultura política en los reinos ibéricos en la primera modernidad, Madrid: sílex, 
2008, pp. 435-458.

9 aLBareDa saLVaDÓ, J., Catalunya en un conflicte europeu: Felipe V i la pèrdua de les li-
bertats catalanes (1700-1714), Barcelona: edicions62-Generalitat de Catalunya, 2001. LLUCH, e., La 
Catalunya vençuda del segle XVIII. Foscors i clarors de la Ilustració, Barcelona: ediciones 62, 1999. 
eLOrZa, a., La ideología liberal en la España del siglo XVIII, Madrid: Tecnos, 1970. PÉreZ ÁLVa-
reZ, M. B., Aragón durante la Guerra de Sucesión, Zaragoza: Institución Fernando el Católico, 2010. 
KaMeN, H., La Guerra de Sucesión en España (1700-1715), Barcelona: Grijalbo, 1974. aLaBrús, 
r. M., «el pensamiento político, social y económico del austracismo: Juan amor de soria», en Historia 
Social, 59, 2007, pp. 3-20. sobre el austracismo en Castilla: MUñOZ rODríGUeZ, J. C., «el austra-
cismo castellano: elección política y movilización social durante la Guerra de sucesión», en Cuadernos 
dieciochistas, 7, 2006, pp. 171-195. 
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Discurso Preliminar» (p. 39). De este modo se pretendió «justificar las nuevas 
instituciones invocando el espíritu de las antiguas, con rigor ciertamente no me-
nor al de la reivindicación historicista del ‘modelo inglés’ de constitución, casos 
ambos de tradición inventada» (p. 40). 

Frente a quienes insertan la Constitución de Cádiz en la cultura jurídica 
del antiguo régimen, Herrero de Miñón afirma que supuso la ruptura con el 
mismo y sentó los principios que culminaron, paradójicamente, al término de la 
década ominosa y en lo que fue la reforma del propio texto gaditano en 1837. 
Las categorías básicas fueron radicalmente opuestas al orden tradicional y posi-
bilitaron la emergencia de la sociedad liberal: el individuo como ciudadano, la 
sociedad nacional, la separación de poderes, la organización territorial provin-
cial y municipal, la administración de justicia, etcétera. 

C) Un real torcedor
en el proceso de imposición del racionalismo de la Constitución francesa 

de 1791, superando de hecho el historicismo invocado para ocultarlo, estima 
fundamental el papel del autor del texto ranz romanillos, que había participado 
en la elaboración de la Constitución bonapartista de Bayona y en el gobierno de 
José I. Fue el «impulsor del giro copernicano que va desde los planteamientos de 
la Junta Central y de las tesis jovellanistas a la labor constituyente de las Cortes» 
(p. 50). Había recibido de la Junta el encargo de «recoger las leyes fundamenta-
les de la Monarquía española esparcidas por diversos códigos de su jurispruden-
cia, señalando los límites precisos del poder legislativo, ejecutivo y judiciario 
que deben constituir una monarquía moderada según lo ha sido en su origen el 
gobierno de españa». realmente fue el autor del texto constitucional.

Formuló su primera propuesta en su Memoria sobre el sistema general 
de la Hacienda, concretando en doce puntos el nuevo régimen para un gobierno 
«Monárquico moderado conforme lo fue en los tiempos felices de esta Mo-
narquía, hasta que destruida o enervada la representación nacional de nuestras 
Cortes no se contó con ellas para la imposición de contribuciones publicas» 
(1ª). a un cuestionario posterior sobre una nueva constitución respondió con 
el documento anterior. el protagonismo de ranz romanillos fue decisivo en el 
proceso constituyente elaborando una Constitución «que siguió las pautas de la 
Constitución gala de 1791».

afirma Herrero de Miñón que «desmitificar no supone desvalorizar», 
porque «proclamar la soberanía nacional10, suprimir la Inquisición o la tortura 

10 La idea de la soberanía de la Nación la reflejaron en las Cortes de Cádiz oradores como TOre-
NO al afirmar «que queda bastante probado que la soberanía reside en la nación, que no se puede partir, 
que es el superomnia (de cuya expresión deriva aquella palabra)». Para GaLLeGO «la soberanía es 
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y sugerir, que no afirmar, la igualdad ante la ley es algo positivo si la historia 
se concibe como hazaña de libertad. Pero esto no requiere negar la paternidad 
francesa de tales ideas ni, contra toda evidencia, remontar la abolición de los 
privilegios fiscales a la edad Media» (p. 63). 

el nuevo régimen, al separarse de los modelos de la organización territo-
rial histórica suscitó rechazos «en algunos pueblos peninsulares cuya conciencia 
de identidad se correspondía a la creencia en tener una constitución propia» (p. 
95). así ocurrió en los casos vasco y navarro. el centralismo liberal fue heredero 
de la Nueva Planta que la Monarquía borbónica impuso a la Corona de aragón 
y «planteaba frente a la monarquía compuesta, el modelo de estado unitario y 
centralizado legitimado por una nación de ciudadanos cuya igualdad excluía 
toda diferencia, tanto estamental como territorial» (p. 111). 

3. La recepción europea de la Constitución de Cádiz

en el segundo capítulo expone el fracaso de la Constitución de 1812 en 
españa y europa. se reprodujo en Noruega en 1814, Dos sicilias en 1820, Pia-
monte en 1821, Portugal en 1822. Fue referencia en otros procesos constitu-
cionales en rusia, Francia y alemania por presentar un modelo de monarquía 
constitucional con división de poderes, igualitaria y centralista, elaborada en una 
ciudad sitiada durante la guerra contra Napoleón. 

También influyó su seudohistoricismo y «mitología arcaizante ya [...] pre-
sente en las reivindicaciones protoconstitucionales de la Ilustración tanto espa-
ñola como europea, en el lado liberal no menos que en el conservador» (p. 75). 
Tuvo influencia en la Carta francesa de la restauración de 1814 en su vincula-
ción de la representación parlamentaria con las instituciones estamentales del 
antiguo régimen (p. 76).

Tras exponer la aplicación del modelo en varios intentos constitucionales 
europeos considera el autor que, salvo en el caso noruego, «lastró de radicalis-
mo el liberalismo naciente y retrasó más de veinte años el triunfo definitivo del 
constitucionalismo» (p. 83). además su contenido, excesivamente conforme al 
modelo de 1791, «respondía a un paradigma racionalista, de todo punto ajeno a 

inalienable y en todos los tiempos y ocasiones reside en la nación». su primer Decreto proclamó la so-
beranía nacional: «Los diputados que componen este Congreso, y que representan la Nación española, 
se declaran legítimamente constituidos en Cortes generales y extraordinarias, y que reside en ellas la 
soberanía nacional». Como valoró sÁNCHeZ aGesTa: «esta afirmación es el hecho radicalmente 
revolucionario en el orden político, y por eso mismo abre una de las líneas fundamentales de la polémica 
en el siglo XIX. [...] La soberanía se había desplazado del rey a la Nación» (sÁNCHeZ aGesTa, L., 
Historia del constitucionalismo español, Madrid: Instituto de estudios Políticos, 1974, p. 88). 
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la realidad social europea y, especialmente, a la mediterránea de su época. Fue, 
desde el momento constituyente, ucrónica» (p. 86) y deficiente en cuanto al mo-
delo de monarquía presidencialista, al igualitarismo y al centralismo. 

estudia pormenorizadamente la presencia mediterránea en los procesos 
constitucionales desarrollados entre 1794 y 1818, sobre un austracismo históri-
co, y el paralelismo entre el modelo gaditano y el británico. el primero suscitaba 
recelos, si no rechazos, por su raíz francesa, mientras que el segundo se formu-
laba apoyado en la tradición histórica. 

Las experiencias fueron un «fracaso [que] contribuyó a movilizar fuerzas 
y provocar resultados ni queridos ni siquiera soñados por sus autores o por sus 
imitadores, pero trascendentales en la génesis del constitucionalismo moderno 
y que, en cierta medida, engarzaban con la historia constitucional española que 
los constituyentes de Cádiz olvidaron» (p. 115). 

4. Ensimismamiento y alteración. Cádiz y la emancipación americana

el tercer capítulo examina la concepción de la nación española de los 
constituyentes gaditanos, que califica de «ensimismada», utilizando la concep-
ción formulada por Ortega y Gasset, así como los efectos que tuvo en los terri-
torios extrapeninsulares. 

aplica las categorías a la politerritorialidad de la Monarquía Hispánica, 
formada por diversas partes sustantivas gobernadas por un rey, que «permitía 
compatibilizar plenamente unidad y pluralidad de cuerpos políticos calificados 
de naciones y que, desde la actual perspectiva, podrían calificarse de protona-
cionales» (p. 118). entre ellos los reino de las Indias cuya sustantividad expuso 
Palafox y Mendoza. 

si las medidas de Felipe V supusieron el fin peninsular de la monarquía 
compuesta y el tránsito de la vieja fórmula de la Monarquía Hispánica al reino 
de españa, la Constitución de Cádiz intensificó el asimilacionismo castellano, 
frustrando «las posibilidades de una organización federal e incluso confederal 
de la Monarquía». en las Cortes tacharon de «federalistas» a las propuestas 
«forales» no centralistas y más fieles al modelo policéntrico austracista11. en 
el ámbito americano «el unitarismo y reformismo así generado, impregnan la 
historia constitucional española, frustran las opciones autonomistas alternati-
vas a las sublevaciones independentistas de Cuba y Filipinas y se muestran 

11 rUsseLL, C.-GaLLeGO, a. J. (eds.), Las Monarquías del Antiguo Régimen. ¿Monarquías 
compuestas?, Madrid, 1996, p. 10, se invocan los conceptos de múltiple Kingdoms y composite Monar-
chies. eLLIOT, J. H., «a europe of Composite Monarchies», en Past and Present, 187, 1992, pp. 48-71. 
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incapaces de resolver las reivindicaciones nacionalistas en la propia península» 
(p. 119).

Invoca a Juan de solórzano para quien los nuevos territorios se podían in-
tegrar en la Monarquía por vía de incorporación o de unión aeque principaliter 
(p. 121). La primera era por absorción aplicándole su organización y derecho, 
mientras que en la segunda se respetaba el cuerpo jurídico en su personalidad 
propia y diferenciada, sus instituciones y derecho, como se había reconocido 
respecto al reino de Navarra, que al incorporarse por conquista a la Corona de 
Castilla permaneció «reino de por sí», de modo «aeque principal, reteniendo 
cada uno su naturaleza antigua así en las leyes como en el territorio y gobierno» 
(Nov. rec. I, VIII, 33) (pp. 122 y 126-127). 

esta fórmula no se produjo en las Indias, aunque la incorporación a la 
Corona de Castilla, «no al reino castellano, implica la no disolución de una 
identidad jurídico-política que tantos otros factores avalan», configurando lo 
que Pérez Prendes denominó la «Monarquía Indiana» (p. 125). 

Hasta los decretos de Nueva Planta de Felipe V se configuró una «Monar-
quía politerritorial», formada por una «pluralidad de cuerpos políticos distintos, 
gobernados conjuntamente, pero sin mengua de su identidad jurídica e institu-
cional, de modo que, aun siendo regidos por un mismo soberano, lo eran como 
si fueran, porque en efecto lo eran, estados diferentes» (p. 126). De este modo se 
pasó de la «Monarquía Hispánica al reino de españa. se impone un solo modelo 
político, el castellano. Y eso facilitará que un siglo después el ‘mito historicista’ 
que nutre la empresa constitucional gaditana sea castellanista», de modo que los 
residuos forales peninsulares se conviertan en excepcionales (p. 134). 

expone en este sentido la configuración institucional del reino de Nava-
rra y de las provincias vascas, citando a Garmendia y a Fontecha, cuando afirma 
que la incorporación de Vizcaya a Castilla era «igual, principal y respectiva quo 
ad caput et regimen de cuya naturaleza es que cada reino, Provincia, Pueblo o 
Iglesia de las que así se unen, se quedan con las mismas leyes, fueros, privile-
gios, usos y costumbres que antes tenían sin otra mixtura y alteración que tener 
un mismo soberano, pero que en todo lo demás retienen su propia naturaleza» 
(p. 126).

afirma con elliot que «la monarquía compuesta tenía como uno de sus 
pilares el entendimiento del poder central soberano con las elites locales», sin 
olvidar que «los derechos históricos vinculados a los privilegios de tales elites 
fueron la matriz donde se gestaron los derechos nacionales de las entidades his-
tóricas políticas del Imperio» (pp. 132-133).

Cádiz supuso, por medio de una constitución única y uniforme, la con-
solidación del proceso iniciado por el absolutismo de «uniformidad frente al 
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pluralismo, el centralismo frente al autogobierno y la jerarquía frente al pac-
tismo»12, utilizados por el «rey esclavo», según Macanaz, para liberarse de los 
límites y alcanzar el poder absoluto (p. 138). estableció un «extremo unitarismo 
del estado», afirmando «una única nación de ciudadanos teóricamente iguales, 
excluyente de toda diferencia territorial como de todo privilegio estamental». 
Consagró el dogma de la igualdad en todos las personas y territorios de la Mo-
narquía, «que impidió la admisión por las Cortes y el desarrollo constitucional 
del principio de identidad territorial en el seno de la Monarquía, tan vivo en 
américa y [...] en españa» (p. 156). se rechazaron las diferencias y la autono-
mía territorial tachada de peligroso federalismo (p. 157). 

así se proclamó el 5 de noviembre de 1809 al declarar las Cortes que «no 
habrá en adelante sino una Constitución única y uniforme para todos los domi-
nios que comprende la Monarquía española, cesando desde el momento de su 
sanción todos los fueros particulares de Provincias y reinos que hacían varia y 
desigual la forma del anterior gobierno». De este modo «el mito historicista del 
reformismo y liberalismo castellano [...] absorbió los planteamientos neoforales 
hasta el punto de proponer que las instituciones unitarias se inspiraran en las 
particulares de los antiguos reinos de la Monarquía o de sus residuos vasco-
navarros, pero con total olvido del particularismo territorial» (p. 158). el nuevo 
centralismo constitucional hizo desaparecer la politerritorialidad para configu-
rar una «Nación sola y única» que superaba por incompatible la «suma de reinos 
y estados diferentes» (Toreno) (p. 163), tanto en la península como fuera de ella. 
La centralización llegó al punto de imponerse desde la metrópoli un monopolio 
legislativo a territorios que hasta el último tercio del siglo XIX no tuvieron re-
presentación (p. 173).

respecto al reino de Navarra fue tras la primera guerra civil cuando la 
Ley de 1839, llamada confirmatoria de los fueros, planteó una interlocución con 
la Diputación provincial para introducir las reformas compatibles con la «unidad 
constitucional», que se recogieron en la Ley de 1841. en las provincias vascas 
se actuó de un modo distinto y en 1876 Cánovas impuso dicho principio «en-
tendido como sometimiento uniforme a unas mismas normas, eco fiel, dice el 
foralista Fidel de sagarmínaga, de los decretos de Nueva Planta. es la misma ac-
titud que impidió, si no la realización, al menos la puesta a prueba de los sueños 
criollos de autonomía y los dirigió a la independencia como única alternativa, lo 
que frustró las posibilidades del fuerismo liberal en el País Vasco» (p. 179). 

12 el principio de la monarquía moderada se basaba en el «pacto» del monarca con el reino en el 
reconocimiento de sus fueros, que se invocó desde el siglo XVII calificándolo de «contractual». GIL 
PUJOL, X., «Concepto y práctica de república en la españa moderna: las tradiciones castellana y 
catalano-aragonesa», en Estudis, 34, 2008, pp. 11-148, se refiere a la atribución que algunos autores 
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supuso un evidente retroceso respecto a la actitud de los moderados, que 
había hecho posible la ley de 1841, reconociendo una «foralidad provincial ce-
ñida al ‘gobierno interior’ en manos de la correspondiente Diputación», ya que 
«el realismo e incluso el criptotradicionalismo del moderantismo doctrinario 
español era sensible a los planteamientos del fuerismo liberal y la tesis, canovis-
ta por excelencia, de la constitución histórica podía haber sido el más adecuado 
‘hogar vital’ para el doble constitucionalismo que propugnaban los foralistas». 
el fuerismo nunca renunció a la consideración y tratamiento de las provincias 
vascas como «cuerpos políticos diferenciados», aunque, como reconoció sagar-
mínaga, formando parte de una «comunidad nacional española», extremo este 
que era el único admisible para «los doctrinarios españoles, criados al calor del 
doctrinarismo francés e incluso fascinados por las instituciones constitucionales 
del segundo Imperio. La progresiva simplificación de ambas concepciones fue 
sin duda favorecida por la extensión de su base electoral a sectores menos culti-
vados y más propensos a la radicalidad de las soluciones» (pp. 179-180). 

5. Lejos de Cádiz

Herrero de Miñón analiza en el capítulo cuarto cómo el vigente consti-
tucionalismo español debe alejarse de las opciones gaditanas, aunque aquellas 
sean su procedente remoto, ya que fue disfuncional, sin crear un espacio de 
convivencia para toda la nación y los pueblos de españa. se refiere a los antece-
dentes de la historia de nuestro constitucionalismo como «investigaciones histó-
ricas y aun especulaciones historicistas», tal y como ocurrió cuando en Cádiz se 
pretendió envolver el contenido de una constitución francesa en el historicismo 
patrio y goticista preabsolutista. 

siendo meritorio el precedente remoto en lo que fue un intento de moder-
nización institucional, de regeneración de la Monarquía y de transformación de 
la sociedad estamental medieval en una moderna liberal, «la evolución constitu-
cional española durante los últimos siglos se caracteriza por el progresivo aban-
dono de las pautas de 1812, hasta llegar a cristalizar, en 1978, en lo que podría 
considerarse como el revés de la Constitución de Cádiz» (p. 182). actualmente 
nadie puede sostener que en el texto de una Constitución se halle el fundamento 
de la identidad nacional, ni que se identifique aquella con su ser. en la evolución 
constitucional se ha producido una evidente transformación de sus fundamentos 

realizan de carácter republicano a las instituciones nacidas de ese pactismo, «como términos poco me-
nos que intercambiables, o directamente republicanas, juicios sin duda erróneos, por cuanto responden a 
una consideración muy laxa y, a la vez, uniforme de las nociones de republicanismo durante el antiguo 
régimen».
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más doctrinarios sobre el constituyente, la nación, la soberanía, los derechos 
fundamentales, el modelo de estado, etcétera, que hacen a la vigente muy dis-
tinta de aquella, como lo es la sociedad que la establece y para cuya ordenada 
convivencia se promulga.

Destaca el autor el papel relevante que en el proceso constituyente que 
alumbró la de 1978 tuvo el «consenso como método constituyente»13, que no 
se produjo en el momento gaditano, como lo expone recogiendo las actitudes 
de las diversas tendencias realistas y liberales divididas entre el historicismo 
conservador y el puro y exaltado racionalismo liberal, entre los «patriotas» y los 
«franceses». 

Quizá como resultado de la experiencia y del peso de los moderados para 
hacer posible la configuración de un régimen liberal menos violento frente al 
tradicionalismo del país y el belicoso carlismo, el estatuto real de 1834 «fue 
una oferta de consenso hecha al liberalismo por el moderantismo, convencido 
[...] de la necesidad de un tránsito ordenado desde el antiguo régimen a un sis-
tema liberal en lo social y representativo en lo político». Con el fin de «conciliar 
orden y libertad, esto es, de plasmar en una fórmula constitucional lo que en un 
libro, en su día famoso, denominó El Espíritu del Siglo» (p. 185). Con la invo-
cación de la constitución histórica se obvió el principio de la soberanía nacional, 
y en la transaccional Constitución de 1837 el consenso permitió aplazar el tra-
tamiento de los problemas más conflictivos, como el de la soberanía nacional, 
por medio de los «silencios apócrifos» (pp. 187 y 224). La senda del consenso 
continuó en 1845 y en 1876. 

en el origen de la Constitución de 1978 «el consenso fue un a priori ma-
terial del proceso constituyente si bien existieron diferentes estrategias para al-
canzarlo y diversas formas de instrumentarlo» (p. 192). Contribuyó a ello el que 
en el proceso electoral de 1977 no hubiese mayoría absoluta que monopolizase 
la redacción ni impusiese sus opciones, clara manifestación del pluralismo de la 
sociedad española y de su modernización, que había provocado la «pérdida de 
polemicidad de las grandes cuestiones que habían dividido la opinión española 
durante cerca de dos siglos (libertad religiosa, forma de gobierno, derechos fun-
damentales). Pero no puede desdeñarse la historia de los dogmas que explica, en 
gran medida, la historia de la praxis» (p. 193). 

el primer dogma es el tratamiento de la nación invocada en el preámbulo 
y artículo 2, en sentido muy distinto al de Cádiz, como «institución de institucio-
nes, al considerar al individuo siempre en sociedad y a ésta, no con una entidad 

13 HerrerO Y rODríGUeZ De MIñÓN, M., «La elaboración de la Constitución», en Cuenta 
y Razón, 41, 1988, pp. 65-76. 
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abstracta, sino como el conjunto orgánico de comunidades y entidades múlti-
ples. [...] la nación española que aparece en la Constitución de 1978 se integra 
de ‘nacionalidades y regiones’ (art. 2), algo inconcebible para los gaditanos y se 
hace una profesión de pluralismo (art. 1.1), articulada en la larga parte dogmá-
tica» (pp. 194-195). 

La soberanía de la nación gaditana super omnia se manifiesta en 1978 
en el reconocimiento del poder constituyente del pueblo español (art. 1.2) y en 
la rigidez de la modificación constitucional, que incorpora el principio demo-
crático. La gran diferencia con el precedente gaditano está en el consenso y el 
pacto, que hace que el poder constituyente originario deje de ser «una voluntad 
única e incondicionada, y el poder constituyente constituido, esto es, el poder 
de revisión constitucional, no puede concebirse como una voluntad unilateral» 
(p. 197).

Otro aspecto que marca profundas diferencias es el relativo al sistema de 
derechos fundamentales, que Cádiz no formuló en una parte dogmática, sino que 
diluyó en diversos preceptos, quizá para eludir su paralelismo con los proceden-
tes franceses. expone su tratamiento a lo largo del constitucionalismo decimo-
nónico y su plasmación en las constituciones de 1931 y 1978 según las pautas 
de su época. Del carácter del ciudadano como super omnia declara el artículo 
10.1 de la vigente que «la dignidad de la persona, los derechos inviolables que 
le son inherentes, el libre desarrollo de la personalidad, el respeto a la ley y a los 
derechos de los demás son fundamento del orden político y de la paz social». se 
pasa del ciudadano abstracto a la persona humana concreta titular de derechos, 
que vinculan a todos los poderes públicos y han de ser tutelados (art. 53.1 y 2).

Otra variante es la relativa al debate histórico sobre el monocameralismo 
o el bicameralismo. La opción de la Constitución de 1978 por un senado como 
«cámara de representación territorial» (art. 66) ha dado lugar a «algo que no se 
sabe muy bien lo que es, expresa la presente inanidad de la institución. en todo 
caso, a través de tan larga evolución, el constitucionalismo español ha invertido 
la opción monocameral de Cádiz» (p. 207). 

La rígida separación de poderes entre el ejecutivo encomendado al rey y 
el legislativo de las Cortes se mostró disfuncional, cuando en países como Ingla-
terra ya se había establecido una articulación de la monarquía por medio de un 
gobierno responsable ante la Cámara. Los sucesivos intentos de parlamentarizar 
la monarquía fueron alterando los principios de la Constitución de 1812, aun-
que el sistema no se articuló de un modo válido porque la fórmula de la doble 
confianza se hipertrofió en cuanto al poder moderador del jefe del estado, impi-
diendo la plena parlamentarización del sistema. Durante la restauración Ortega 
habló de la «inmoderada intervención del poder moderador», y en su crisis tuvo 
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importancia su incorrecto funcionamiento y los planteamientos reformistas, que 
se articularon en la Constitución de 193114. 

La forma política del estado español de «monarquía parlamentaria» con-
sagra el parlamentarismo (art. 1.3), confirmado por las funciones del Jefe del 
estado en su papel de símbolo de la unidad y permanencia del estado, árbitro y 
moderador del funcionamiento de las instituciones y más alta representación del 
estado en las relaciones internacionales (art. 56.1). 

el aspecto institucional en el que el vigente régimen constitucional más 
se ha separado del precedente gaditano ha sido el relativo a la concepción de la 
unidad nacional y la igualdad ciudadana, que se tradujo en el centralismo. 

el principio de igualdad ciudadana ante la ley lo tradujo la Constitución 
de 1812 en la «homogeneidad política, administrativa y judicial de la planta 
territorial del estado, con abolición de toda diferencia institucional. [...] el cen-
tralismo uniformador fue, aquí como en Francia, el instrumento de la igualdad» 
(p. 213). se tradujo en los proyectos de división provincial de 1813, 1821, 1823 
y en la final de Javier de Burgos de 1833. esta supuso una opción uniformista 
y centralista que la Constitución de 1837 y sucesivas hicieron definitiva en una 
organización provincial uniforme, sin respeto alguno a las realidades preexisten-
tes, a su diversidad y a los hechos diferenciales de ultramar, provincias vascon-
gadas, Navarra e islas, a pesar de las protestas de algunos diputados de aquellos 
territorios. el constituyente que defendía la igualdad ciudadana rechazaba todas 
las diferencias personales y territoriales.

esta realidad normativa se vio modificada con motivo del fin de la gue-
rra carlista por el Convenio de Vergara y la Ley de 25 de octubre de 1839, 
cuya «permanente ambigüedad ha hecho del texto, ley confirmatoria para unos 
y derogatoria para otros» (p. 215) de los fueros en su artículo 1, «sin perjuicio 
de la unidad constitucional de la monarquía», con la previsión de introducir la 
«modificación indispensable que en los mencionados fueros reclame el interés 

14 Ortega fue crítico con en el régimen de la restauración en el conocido artículo «Delenda est 
Monarchia», en El Sol, 15 de noviembre de 1930: «el estado tradicional, es decir, la Monarquía, se 
ha ido formando un surtido de ideas sobre el modo de ser de los españoles. Piensa, por ejemplo, que 
moralmente pertenecen a la familia de los óvidos, que en política son gente mansurrona y lanar, que lo 
aguantan y lo sufren todo sin rechistar, que no tienen sentido de los deberes civiles, que son informales, 
que a las cuestiones de derecho y, en general, públicas, presentan una epidermis córnea. [...] Y como es 
irremediablemente un error, somos nosotros, y no el régimen mismo; nosotros gente de la calle, de tres 
al cuarto y nada revolucionarios, quienes tenemos que decir a nuestro conciudadanos: ¡españoles, vues-
tro estado no existe! ¡reconstruidlo!». Para el filósofo la II república suponía «no sólo la eliminación 
de la monarquía sino la reforma radical de todas las demás instituciones tradicionales», dando paso a la 
modernización y europeización de españa (OrTeGa Y GasseT, J., «Discurso en segovia», en Obras 
Completas, XI, Madrid: revista de Occidente, 1983, p. 135). 
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de las mismas [provincias], conciliándolo con el general de la Nación y de la 
Constitución de la Monarquía» (art. 2). según Herrero de Miñón, «la fórmula 
confirmatoria resultó, al final del proceso, radicalmente alterada por la adición 
de la famosa ‘tranquilla’ [...] como sinónimo, a tenor de las intervenciones de 
Pascual Madoz, de la unidad del estado y de la nación» (p. 216).

La «unidad constitucional» fue entendida de diversos modos, como la 
comunidad de los poderes real y de las Cortes (ejecutivo y legislativo), derechos 
y deberes, organización administrativa, judicial y fiscal. Para los antifueristas se 
trataba de una ley ordinaria dictada por la única representación de la soberanía 
nacional que estaba en las Cortes, que podía interpretarla y modificarla desde la 
perspectiva coincidente de progresistas y moderados del uniformismo centralis-
ta y antiforalista.

Las diferentes actitudes de las diputaciones provinciales dio lugar a que 
las provincias y Navarra siguieran distintos caminos, concretando esta última 
en la ley de 1841 el contenido de sus «fueros» administrativos y económicos 
compatibles con la unidad constitucional. Para aquellas la ley de 1876 fue el 
final de sus fueros.

La frustrada constitución de 1873 pretendió configurar españa con forma 
de federación, mientras que la de 1931 lo hizo con un modelo descentralizado 
regional que no pudo llevarse a cabo por la guerra civil. Fue recuperado por la 
constitución de 1978 que reconoce el derecho a la autonomía de las nacionalida-
des y regiones (art. 2), amparando y respetando los derechos históricos de los te-
rritorios forales (Da 1ª), así como los hechos diferenciales entre todas ellas. La 
previsión del Título VIII para configurar el estado organizado territorialmente 
en Comunidades autónomas y su desarrollo y consolidación han supuesto el fin 
del modelo unitario y centralista que había plasmado la constitución de 1812.

sin embargo, aunque el constituyente de 1978 lo abandonó, «el modelo 
filogaditano dejó y aún deja sentir su influencia sobre el modelo autonómico vi-
gente». en este sentido invoca los Pactos autonómicos de 1981 y el proyecto de 
la Ley Orgánica de armonización del Proceso autonómico (LOaPa) aprobada 
por las Cortes el 30 de julio de 1982, que persiguieron generalizar el sistema 
autonómico a todo el territorio nacional, homogeneizar las instituciones de auto-
gobierno previstas para las Comunidades históricas y capitidisminuir las compe-
tencias de las Comunidades homogeneizadas. su anulación por la sentencia del 
Tribunal Constitucional 76/1983, de 5 de agosto, no impidió que «prosperasen 
muchos de sus principios y que la práctica política, respondiera a un paradigma 
uniformista» (p. 219)15. 

15 sin embargo, reconoció la existencia de asimetría y hechos diferenciales: «Las Comunidades 
autónomas son iguales en cuanto a su subordinación al orden constitucional; en cuanto a los principios 
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6. Un epílogo sobre la reforma constitucional

aprovecha el estudio y la conmemoración del bicentenario para plan-
tearse qué aporta a un jurista actual el estudio de la Constitución de Cádiz en el 
presente constitucional español, ya que su función «no es la contemplación gra-
tuita de fenómenos jurídicos ni la comprensión de sus esencias, sino colaborar 
en la resolución de conflictos [...] La meditación histórico-jurídica que antecede 
se toma así, como proponían los fundadores de la escuela Histórica, en función 
técnica» (p. 221)16. Lo hace a partir de formular tres conclusiones de lo expuesto 
anteriormente sobre el texto gaditano:

1ª. adoleció de un «exceso de racionalismo, de espíritu de geometría que, 
so capa de historicismo, pretende romper tanto con el pasado real como con la 
realidad circundante» (p. 221).

2ª. Invocando la dicotomía de Ortega entre el ensimismamiento y la alte-
ración, afirma que «la negación de la realidad pasada y circundante en aras de la 
utopía» condujo al primero, suponiendo «un retorno sobre sí, concentración en 
el sí mismo», que se «alimenta a sí mismo y produce una creciente reclusión del 
sujeto ensimismado que la psiquiatría conoce muy bien», frente a la alteración 
que implica «extroversión del sujeto y apertura al mundo» (pp. 222-223). 

3ª. No tuvo éxito ni dentro ni fuera de españa por causa de sus enemigos 
internos y externos y por los propios defectos de una Constitución «que negaba 
sus fuentes y, en consecuencia, no extraía lecciones de malas experiencias pasa-
das», como la francesa de 1791. el resultado fue «la destrucción de un estado, 

de su representación en el senado (art. 69.5); en cuanto a su legitimación ante el Tribunal Constitucional 
(art. 162.1) o en cuanto que las diferencias entre los distintos estatutos no podrán implicar privilegios 
económicos o sociales (art. 138), pero en cambio, pueden ser desiguales en lo que respecta al procedi-
miento de acceso a la autonomía y a la determinación concreta del contenido autonómico, es decir, de 
su estatuto y, por tanto, en cuanto a su complejo competencial. Precisamente el régimen autonómico se 
caracteriza por un equilibrio entre la homogeneidad y la diversidad de los estatus jurídico-públicos de 
las entidades territoriales que lo integran. sin la primera no habría unidad ni integración en el conjunto 
estatal; sin la segunda no existiría verdadera pluralidad ni capacidad de autogobierno, notas que carac-
terizan el estado de las autonomías».

16 OrTeGa Y GasseT, J., «Guillermo Dilthey y la idea de la vida», en Obras..., cit., VI, p. 182, 
observó los riesgos de valorar sólo la historia sin considerar los condicionamientos no sólo históricos 
sino culturales, ya que «no basta con preparar cuidadosamente el hecho del pasado para que en toda 
su pureza se le pueda ver. La historia no es sólo ver: es pensar lo visto. Y pensar es siempre, en uno y 
otro sentido, construcción. [...] esta voluntad de construcción hizo degenerar la ‘escuela histórica’ en 
mero anticuarismo esteticista o patriótico, en folklorismo o costumbrismo». aBeLLÁN, J. L., Ortega 
y Gasset y los orígenes de la transición democrática, Madrid: espasa, 2000, p. 125, sitúa la concepción 
filosófica orteguiana dentro de un «historicismo total, que no puede dejar de incluirse a sí mismo. ahora 
bien, un historicismo que se incluye a sí mismo, o cae en contradicción o termina en un subjetivismo 
individualista».
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sin duda plagado de defectos, pero cuya reconstrucción fragmentada consumió 
las energías hispánicas durante muchas décadas en una y otra orilla del atlánti-
co» (p. 223). 

Destaca cómo, por el contrario, la Constitución de 1978 «ha funciona-
do con notable normalidad durante los 35 años más prósperos de la historia 
contemporánea de españa, algo que la grave crisis actual no puede borrar» (p. 
224)17. a pesar de que esta «herramienta» se consideró inicialmente que tenía 
deficiencias, la experiencia ha demostrado que eran virtudes, como las que el 
autor calificó de «compromisos apócrifos» y «silencios apócrifos» (p. 224)18. 

Constata que «la Constitución más exitosa de los doscientos últimos años 
de nuestra historia se pone ahora en entredicho desde frentes diversos». No re-
chaza su revisión ya que «la reforma constitucional es la garantía de la adapta-
ción de la norma a las necesidades de cada momento y, en consecuencia, de la 
eficacia y perdurabilidad de la propia norma». además de opiniones sensatas, 
se produce el «vocerío de quienes pretenden no la revisión de la Constitución 
sino su destrucción y la del sistema en ella organizado», por parte de los «con-
fesados antisistema que rechazan la democracia representativa sin concretar lo 
que entienden por democracia real ni, por tanto, ofrecer alternativa alguna a 
las instituciones hoy en planta; y quienes detestan la democracia y la sociedad 
abierta y plural y, bajo la etiqueta de un ‘régimen nacional’, añoran el autorita-
rismo. Todos ellos coinciden en diagnosticar el agotamiento del modelo de 1978 
y exigir su reforma para conseguir su demolición» (pp. 224-225).

se produce, también, una «insolente imprudencia cuando no impudicia de 
personajes públicos que erosionan el prestigio de las instituciones que rigen o 
en cuyo entorno se sitúan», así como la tensión derivada de las reivindicaciones 
nacionalistas «hasta extremos inaceptables para la sociedad española, fomen-
tada por la incapacidad de las fuerzas políticas estatales y por el gobierno de 
turno [...] para entender lo que está en juego». Unos y otros movidos por «un 
pensamiento mágico [...] consideran que el remedio pasa por su reforma radical 
(p. 325). 

17 si utilizáramos la clasificación de las constituciones de Law, D.s. y VersTeeG, N. «sham 
Constitutions», en Califonia Law Review, 101, 2013, la consideraríamos como una Constitución real 
con un buen nivel de ejecución en todos sus ámbitos.

18 HerrerO De MIñÓN, M., «aspectos constitucionales del nuevo título preliminar del Código 
civil», en Revista de Estudios Políticos, 198, 1974, p. 92: «Cuando las normas constitucionales se remi-
ten a un ulterior desarrollo, lo que frecuentemente hacen es aplazar la verdadera decisión constituyente 
y, por ello mismo, los intencionados o accidentales silencios de la Constitución pueden ser utilizados 
para sustituir con una opción distinta a la que el constituyente no llegó a tomar. se trata de los silencios 
apócrifos», citando a C. sCHMITT que habla de los compromisos apócrifos en Teoría de la Constitu-
ción, Madrid: revista de Derecho Privado, 1934, p. 36.
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a pesar de su rigidez la Constitución puede modificarse, incluso en las 
formas de gobierno y de estado (art. 168) por un procedimiento rigurosamente 
democrático y participativo, que exigiría volver al acuerdo político y al consen-
so que la creó. 

recoge algunas de las propuestas que ha venido realizando sobre re-
formas del texto constitucional aplazando las innecesarias, estableciendo una 
agenda reformista que contemple exclusivamente lo que exigiera dicho rango y 
excluyera las que pudieran introducirse por ley orgánica u ordinaria. se refiere 
al sistema electoral, a la naturaleza y composición del senado, a la elección de 
los miembros del Tribunal Constitucional y del Tribunal de Cuentas, al régimen 
parlamentario, al autogobierno del Poder Judicial, etcétera. 

sobre el régimen autonómico destaca la asimetría inicial (art. 2 y Da 1ª 
Ce), la uniformidad establecida y la «administrativización de todo el sistema, 
homologando lo concebido como autogobierno político con la administración 
local (art. 137 Ce)», efecto de los Pactos autonómicos de 1981 y de la LOaPa, 
que califica invocando a Vandelli y García de enterría de «mutación constitu-
cional» (p. 233). Todo ello ha dado lugar a un «mimetismo institucional con el 
estado y una consiguiente reiteración territorial y aún local de órganos y orga-
nismos», así como a la generalización. sus efectos directos han sido que «la 
autonomía pierde así todo valor identificatorio y desnutre al estado, con la con-
siguiente reacción neocentralista, sin satisfacer las reivindicaciones de quienes 
por sentirse diferentes quieren que se les reconozca como tales y tienen efectiva 
capacidad para serlo» (p. 233). 

Para superar esas insatisfacciones propone «restablecer el principio de 
asimetría reconociendo la singularidad institucional y competencial de las dife-
rentes identidades nacionales. Identidad que no depende de una autocalificación 
estatutaria sino de una historia constituyente expresada en instituciones jurídicas 
públicas y privadas, lengua propia y conciencia de la respectiva singularidad. La 
relación del estado con ellas debe ser paccionada como ya ocurre con Navarra, 
de manera que su modificación no pueda ser unilateralmente decidida por una u 
otra de las partes con la consiguiente seguridad para ambas» (p. 234).

Formula en el epílogo sobre la reforma constitucional una conclusión 
comparativa entre los objetivos de los constituyentes de Cádiz de «construir un 
estado nuevo [que] fracasaron en su bienintencionado empeño». Los de 1978 
«reformamos el estado pero no lo derribamos con la pretensión de reconstruirlo 
de nueva planta. antes al contrario, mantuvimos y aún fortalecimos y relegitima-
mos las instituciones básicas del estado. [...] el éxito de la Transición española 
[...] se debe a que el estado se reformó, pero no se demolió. La futura revisión 
constitucional no debe invertir lo existente, sino depurarlo» (p. 234).
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Termina la obra invocando el pacto y el consenso para adaptar la integra-
ción de la pluralidad y diversidad a los cambios sociales: «en consecuencia no 
cabe dictar, sino consensuar; es preciso no romper, sino reformar; la meta no 
consiste en asimilar negando las diferencias, sino en integrar lo diferente reco-
nociéndolo como tal; no cabe ensimismarse, sino alterarse. si a esto se le llama 
desvivirse, vale la pena desvivirse en pro de una mejor vida» (p. 235).

7. Conceptos de la sociología orteguiana

se ha expuesto como en el tercer capítulo Herrero de Miñón califica de 
«ensimismada» la concepción de la nación española de los constituyentes gadi-
tanos, utilizando la idea formulada por Ortega y Gasset19. siguiendo al filósofo 
explica el alcance del «ensimismamiento» como el «retorno sobre sí, concentra-
ción en sí mismo» y la «alteración» como la «extroversión del sujeto y apertura 
al mundo». estos comportamientos afectan a las personas y a las sociedades, ya 
que ni el sujeto ni la comunidad «puede encerrarse en sí so pena de inevitable 
depresión, sino que ha de estar abierta a los demás y solamente así será capaz de 
ser él mismo» (p. 117). 

al analizar la reforma constitucional invoca la dicotomía afirmando que 
«la negación de la realidad pasada y circundante en aras de la utopía» supone 
«un retorno sobre sí, concentración en el sí mismo», que se «produce una cre-
ciente reclusión del sujeto ensimismado que la psiquiatría conoce muy bien», 
frente a la alteración que implica «extroversión del sujeto y apertura al mundo» 
(pp. 222-223). Lo vuelve a reiterar al final de la obra para entender que el reco-
nocimiento de las diferencias supone una actitud alterada y no ensimismada (p. 
235). 

en «el Hombre y la gente» Ortega y Gasset analizó críticamente la doctri-
na sociológica (Comte, spencer, Bergson) y su falta de concreción de qué sea la 
sociedad, afirmando que «la sociología no está a la altura de los tiempos; y por 
eso los tiempos, mal sostenido en su altitud, caen y se precipitan». La alteración 
social del mundo exterior afecta al ser humano, que puede sentirse perdido, 
«náufrago en las cosas, es la alteración».

Pero «el hombre, con un enérgico esfuerzo, se retira a su intimidad para 
formarse ideas sobre las cosas y su posible dominación; es el ensimismamien-
to», la capacidad humana de pensar y meditar, tiene la posibilidad de recogerse 
en sí mismo, de ensimismarse, de cerrarse sobre sí mismo en su mundo interior 

19 OrTeGa Y GasseT, J., «el Hombre y la gente», en Obras Completas..., cit., VII, pp. 79-99. 
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y desentenderse del exterior, de la sociedad, sin preocuparse del otro. sustrayén-
dose del mundo que le altera se concentra en sí construyéndose su propio espa-
cio interior para con el conocimiento y la técnica construir un plan que precede 
y dirige la acción. ambos conceptos marcan la diferencia entre el hombre y el 
animal: «el animal es pura alteración. No puede ensimismarse». 

el ser humano puede decidir cambiar: «vuelve a sumergirse en el mundo 
para actuar en él conforme a un plan preconcebido; es la acción, la vida activa, 
la praxis». Puede salir y entrar para actuar, ya que «no puede hablarse de acción 
sino en la medida en que va a estar regida por una previa contemplación; y vice-
versa, el ensimismamiento no es sino un proyectar la acción futura». 

el equilibrio humano está en dominar la acción sin caer en el puro acti-
vismo que impida el ensimismamiento, que es preciso para crear planes para 
dominar el medio y producir la acción reflexiva20. Pero dentro del comporta-
miento humano están quienes son inconscientes y viven en la pura alteración, 
que «intentan rehuir todo ensimismamiento y entregarse a la plena alteración. 
Por eso en europa hay sólo alteraciones».

el pensamiento orteguiano tiene un planteamiento socio-histórico del in-
dividuo, que lo vincula al cambio social, porque es «un proyecto de racionaliza-
ción que partiendo del sujeto individual requiere siempre la inserción en un me-
dio social. De un modo específico, su filosofía política figura siempre vinculada 
al objetivo de racionalizar la sociedad civil, la cultura y el estado españoles, en 
el sentido de una modernización. es una tarea que se concibe a sí misma como 
histórica»21.

en esta obra, Miguel Herrero ha estudiado los momentos inicial y final 
del constitucionalismo español, fiel a la afirmación de María Zambrano de que 
«todo lo que pertenece al pasado necesita ser revivido, aclarado, para que no 
detenga nuestra vida»22. Del ensimismamiento por el estudio de la Constitución 
de 1812 pasa a trazar el análisis de la vigente con las propuestas que para su 

20 OrTeGa Y GasseT, J., «Misión de la Universidad», en Obras..., cit., IV, p. 342: «Toda vida, 
por fuerza, se planea a sí misma. O lo que es igual: al decidir cada uno nuestro nos decidimos porque nos 
parece ser el que, dadas las circunstancias, tiene mejor sentido. Es decir, que toda vida necesita –quiera 
o no- justificarse ante sus propios ojos. La justificación ante sí misma es un ingrediente consustancial 
de nuestra vida. Tanto da decir que vivir es comportarse según plan como decir que la vida es incesante 
justificación de sí misma. [...] en suma: el hombre ni puede vivir sin reaccionar ante el aspecto prime-
rizo de su contorno o mundo, forjándose una interpretación intelectual de él y de su posible conducta 
en él. esta interpretación es el repertorio de convicciones o ‘ideas’ sobre el Universo y sobre sí mismo 
[...] que no pueden faltar en vida ninguna».

21 eLOrZa, a., La razón y la sombra. Una lectura política de Ortega, Barcelona: anagrama, 
1984, p. 249.

22 ZaMBraNO, M., El pensamiento vivo de Séneca, Madrid: editorial Cátedra, 1992, p. 14. 
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modificación deriva de aquel, pasando de la alteración al ensimismamiento que 
produce la valoración y acción reflexivas. 

Una vez más, su estudio se ha realizado aplicando el método histórico, 
que le permite desmitificar los elementos historicistas, la mitología seudohisto-
ricista y los dogmas historiográficos, demostrando su compromiso con la his-
toria constitucional ya acreditada en el proceso constituyente y en toda su tra-
yectoria posterior. su creencia está en los valores constituciones que se recogen 
en la norma suprema, porque, como dijo Ortega, las creencias son «el suelo de 
nuestra vida. Por eso se dice que en ellas el hombre está. Las creencias son lo 
que verdaderamente constituye el estado del hombre. [...] La creencia no es, sin 
más, la idea que se piensa, sino aquella en que, además se cree. Y el creer no 
es ya una operación del mecanismo ‘intelectual’, sino que es una función del 
viviente como tal, la función de orientar su conducta, su quehacer»23.

Como recomendaba Horacio en sus Epistulae (I, 18, 96-99) cuando ini-
cias una obra debes leer y consultar siempre a los doctos sobre como puedas 
actuar con la mente serena, para que ni el deseo ni el miedo ni la esperanza te 
atormenten por considerar que haces trabajos inútiles. es este consejo el que me 
ha llevado a leer y estudiar el trabajo de Miguel Herrero de Miñón, a quien tengo 
por persona docta en cuestiones constitucionales, como lo ha venido demostran-
do en sus obras y en su compromiso personal con el proceso constitucional que 
alumbró la Constitución de 1978. Una vez más demuestra que su fina sensibili-
dad histórica nos proporciona una visión de la realidad histórico-constitucional 
española que, con la experiencia del pasado, nos alumbra el presente y nos abre 
nuevas perspectivas para el futuro. Ya Ortega nos expuso la necesidad de co-
nocer la Historia para aprender de sus errores: «europa tiene que aprender en 
la Historia no hallando en ella una norma de lo que puede hacer, la Historia no 
prevé el futuro, sino que tiene que aprender a evitar lo que no hay que hacer. Por 
tanto ha de renacer siempre de sí misma, evitando el pasado. Para esto nos sirve 
la Historia, para libertarnos de lo que fue. Porque el pasado es un revenant y si 
no se le domina con la memoria, refrescándolo, él vuelve siempre contra noso-
tros y acaba por estrangularnos»24.

Por todo ello, una vez más, he de felicitarle por la lucidez de su exposi-
ción y su demostrada actitud de servicio a la españa constitucional, desde una 
perspectiva respetuosa con su pluralidad, capaz de integrar en un gran proyecto 
común su rica diversidad. Veo en Miguel Herrero de Miñón al «político nacido 

23 OrTeGa Y GasseT, J., «Historia como sistema», en Obras..., cit., VI, p. 14. 
24 De la intervención de Ortega y Gasset en el Centro de estudios Históricos. en http://www.e-

torredebabel.com/OrtegayGasset/Grabaciones. Consultada el 7 de junio de 2013. 
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del sabio, lo que propiamente hemos llamado un intelectual. Porque intelectual 
es el sabio, el hombre consagrado a la razón en cuanto que quiere disponer las 
cosas del mundo en una posible reforma. Un intelectual es siempre un reformis-
tas, pues su razón de ser no es otra que la necesidad de una reforma en la cual a 
veces resulta comprometido el mismo principio que trata de defender. Porque el 
intelectual se dirige al mundo para moldearlo partiendo de un principio, se llame 
razón o libertad, para negociar en su nombre con el poder contrario»25. Ni más ni 
menos que lo ha venido realizando el autor a lo largo de su vida pública.

JuAn-CRuz Alli ARAnguRen

25 ZaMBraNO, M., El pensamiento…, cit., pp. 33-34. 


